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Resumen 
La violencia y la delincuencia juvenil es uno de los principales problemas que afecta a todo el 
continente. El objetivo de este artículo es responder a la preguntas: ¿cómo intervenir en los 
problemas de violencia y delincuencia juvenil? Para ello, este artículo define los problemas de vio-
lencia y delincuencia juvenil, presenta algunas estrategias de intervención basadas en el enfoque 
punitivo y cuestiona su efectividad. Finalmente, presenta el enfoque de la salud pública basado en 
la prevención de la violencia y delincuencia juvenil y desarrolla los factores de riesgo y protección. 

Palabras claves. Violencia, delincuencia, jóvenes, salud pública, América Latina y el Caribe. 

Abstract
Youth violence and juvenile delinquency present significant problems throughout the Americas. 
The objective of this article is to respond to the question: What is the best way to intervene in the 
problems of youth violence and juvenile delinquency? This article defines problems of violence 
among youth, as well as juvenile delinquency. Furthermore, the article presents existing puniti-
ve intervention strategies and questions their efficacy. Finally, this article delineates the public 
health perspective based on the prevention of youth violence and delinquency through careful 
attention to protective and risk factors. 

Key words. Violence, Delinquency, Youth, Public Health, Latin America and the Caribbean.

Introducción
La violencia y delincuencia juvenil son parte de los 
desafíos más importantes que enfrentan los países 
de América Latina y el Caribe. Estos problemas tie-
nen significativas consecuencias sociales, políticas y 
económicas para la región y el continente. El Banco 
Mundial calcula que los costos de la violencia juve-
nil y los problemas asociados a ella pueden llegar al 

dos por ciento del PIB de cada país (Cunningham et 
al., 2008). Mientras, en Estados Unidos, se calcula 
que los costos de la violencia en términos de gastos 
médicos para el año 2000 fueron de setenta billo-
nes de dólares (Corso et ál., 2007). La Organización 
Mundial de la Salud (OMS) y la Organización Pa-
namericana de la Salud (OPS) han identificado a la 
violencia juvenil como un problema de salud públi-
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ca global (OMS, 2003; Krug et ál., 2002) e incluso 
algunos investigadores la caracterizan como una 
epidemia en la región (McAlister, 2000). 
Estos problemas son muy complejos y para in-
tervenir en ellos se requiere conceptualizarlos 
adecuadamente. El panel del Consejo Nacional de 
Investigación de Estados Unidos para Entender y 
Controlar la Conducta Violenta define la violencia 
como las conductas de los individuos que inten-
cionalmente amenazan, atentan u ocasionan daño 
físico a otras personas (Reiss & Roth, 1993). Esta 
definición acentúa el carácter interpersonal de la 
violencia e incluye una serie de delitos que van 
desde las peleas de niños y adolescentes en la es-
cuela, las actividades de las pandillas, pasando por 
el asalto, el robo y la violación, hasta el asesinato y 
el homicidio intencional. Esta definición no inclu-
ye la violencia política, el terrorismo, ni el suicidio 
(Welsh, 2005).
La violencia y la delincuencia juvenil afectan a to-
das las clases sociales, sin embargo, tienen impactos 
significativos en los segmentos más empobrecidos 
y marginados de las sociedades. A nivel estructural, 
Moser y Bronkherst (1999) señalan que las causas 
primarias de la violencia en la región son la urbani-
zación acelerada, la pobreza crítica, la inequidad, la 
violencia política, el crimen organizado, y el tráfico 
y consumo de drogas ilegales. A nivel individual, 
McAlister (2000) identifica, a partir de una exten-
sa revisión bibliográfica, los siguientes predictores 
de la violencia: la violencia familiar y el maltrato a 
los niños, la deficiente supervisión de los padres a 
sus hijos (especialmente los varones), el bajo rendi-
miento académico, el fácil acceso a armas de fuego, 
las deficientes habilidades para la resolución de 
conflictos, los valores que legitiman el uso de la vio-
lencia y la agresión, el consumo de alcohol y drogas, 
y la exposición permanente a la violencia en los me-
dios de comunicación. En cuanto a género, si bien 
los hombres jóvenes son los principales ejecutores y 
receptores de la violencia al estar sobrerrepresenta-
dos en las cifras de homicidios, las jóvenes también 
son víctimas de altos niveles de violencia física y 
psicológica, especialmente en sus hogares.
Los programas para combatir la delincuencia y la 
violencia en América Latina manifiestan la tensión 
entre dos enfoques: uno basado en la prevención 
y el otro que enfatiza lo punitivo, el control y el 
castigo. La mayoría de los gobiernos de la región 
han privilegiado un enfoque punitivo y represivo 
para resolver este tipo de problemas, tanto en los 
jóvenes como en la sociedad en general. Las estra-
tegias basadas en la represión se han identificado 

en el lenguaje común como “mano dura”, en las 
cuales la policía y el poder judicial juegan un rol 
central (Abad & Gómez, 2008; Dammert & Sala-
zar, 2009). Las estrategias represivas han mostrado 
limitados resultados, no solo en la región sino que 
en la mayoría de los países del mundo, debido a que 
no logran disminuir los indicadores de violencia y 
delincuencia de manera sostenida (Howell, 2009; 
Shaw, 2007; Spergel, 2007; Wolf, 2008). 
Existe un consenso generalizado basado en evi-
dencia entre académicos y profesionales de la 
intervención social que las estrategias basadas en 
la prevención y que utilizan un enfoque comuni-
tario y de participación ciudadana ofrecen mayores 
posibilidades de impactos en el largo plazo (Klein 
& Maxson, 2006; Tita & Papachristos, 2010). Esto 
no significa que algunas estrategias basadas en el 
enfoque punitivo no sean necesarias en situaciones 
específicas. Se plantea que las estrategias que logran 
integrar efectivamente ambos enfoques en el nivel 
local pueden lograr impactos en el largo plazo, es-
pecialmente aquellas que logran un trabajo de redes 
con organizaciones comunitarias, escuelas, centros 
de salud y otros servicios. 
Este artículo conceptualiza los temas de violencia 
y delincuencia juvenil como parte de procesos his-
tóricos, económicos, políticos y culturales que han 
experimentado las sociedades del continente. Sin 
embargo, también incluye los aspectos psicológicos 
individuales que también son parte de la explica-
ción de la génesis y desarrollo de estos problemas. 
Este artículo opta por una perspectiva de salud 
pública para entender los temas de la violencia y 
delincuencia juvenil, en el cual se privilegia la pre-
vención como estrategia principal para intervenir 
en ellos. Además, este artículo se nutre de teorías, 
investigaciones empíricas y experiencias de inter-
vención social desarrolladas principalmente en 
Estados Unidos con jóvenes en alto riesgo social y 
miembros de pandillas, pero también hace referen-
cia a investigaciones en Inglaterra y América Latina. 
Se privilegian los temas de violencia y delincuen-
cia juvenil en grupos y comunidades que exhiben 
altos niveles de vulnerabilidad social y económica, 
entendiéndolos como desafíos de toda la sociedad. 
En la primera parte se desarrollan conceptua-
lizaciones en torno a jóvenes, jóvenes en riesgo, 
violencia, delincuencia y pandillas. Luego se des-
criben las principales políticas y estrategias que 
tienen un carácter represivo y punitivo, destacan-
do sus limitaciones cuando se plantean como la 
única solución a los problemas de la violencia y 
delincuencia juvenil. En la siguiente sección se de-
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blecerla en los 14 años (Chile, Colombia, Panamá 
y Paraguay) (Dammert & Salazar, 2009). 
Uno de los conceptos ampliamente utilizados para 
referirse a la problemática de la violencia y la de-
lincuencia de los jóvenes se refiere a jóvenes en 
“riesgo”, en alto riesgo o en riesgo social. Este con-
cepto es una categoría muy amplia que en general 
se refiere a “los jóvenes que enfrentan condiciones 
ambientales, sociales y familiares que dificultan su 
desarrollo personal y su integración exitosa en la 
sociedad como ciudadanos productivos” (Barker & 
Fontes, 1996: 1). Existen múltiples posibilidades de 
determinar el segmento etario al cual se refiere la 
conceptualización jóvenes en riesgo o adolescentes 
en riesgo. Sin embargo, la especificación de edades 
entre 12 y 24 años es probablemente la más utili-
zada. 
Barker y Fontes (1996) consideran a jóvenes en 
riesgo a quienes se encuentran en desventaja social 
por una o más de las siguientes situaciones: a) no 
están matriculados en la escuela o están en riesgo 
de desertar o de ser expulsados; b) se encuentran 
trabajando en ambientes que pueden ser nocivos 
para su salud y desarrollo, incluyendo el trabajo en 
actividades ilícitas o en contra de su voluntad (pros-
titución); c) pasan una gran parte de su tiempo en la 
calle; d) tienen hijos o se encuentran embarazadas; 
e) han sido o se encuentran en riesgo de ser mal-
tratados física y/o psicológicamente (negligencia); f) 
viven en un ambiente institucional (por abandono, 
maltrato, negligencia o por mostrar comporta-
mientos antisociales); g) su situación en el hogar o 
comunidad es de permanente tensión debido a la 
separación de sus padres, al abuso de sustancias en 
el entorno familiar, o a que viven en un barrio con 
altas tasas de criminalidad y violencia.
El equipo de investigadores del Banco Mundial li-
derados por Cunningham define a los jóvenes en 
riesgo como aquellos que poseen factores en sus vi-
das o viven situaciones que los llevan a desarrollar 
conductas que son dañinas para sí mismos, la so-
ciedad en que viven y las futuras generaciones. Las 
conductas identificadas por estos autores incluyen: 
a) desertar de la escuela a edad temprana sin apren-
der; b) estar desempleados; c) abusar de sustancias 
ilícitas; d) comportarse violentamente; y e) iniciar la 
vida sexual prematuramente y desarrollar prácticas 
sexuales inseguras (Cunningham et ál., 2008).
Tanto Barker y Fontes como Cunningham y su equi-
po enfatizan en sus conceptualizaciones de “jóvenes 
en riesgo” las conductas de los jóvenes en relación 
a la escuela, el trabajo, la familia (u hogar institu-
cional), la comunidad, y la vida sexual. Se puede 

sarrolla el enfoque de la salud pública para atender 
a los problemas de la violencia y se presentan los 
factores de riesgo y protección que pueden ser úti-
les para desarrollar, modificar y evaluar estrategias 
de intervención. Finalmente se proponen algunas 
consideraciones finales. 

La violencia y la delincuencia juvenil
Es necesario precisar una serie de conceptos y 
perspectivas que subyacen en los problemas de 
violencia y delincuencia juvenil y que ayudan a 
contextualizar estos fenómenos. En esta sección 
se presentan conceptualizaciones de jóvenes, jó-
venes en alto riesgo social, violencia, pandillas, 
delincuencia y algunas perspectivas desde las cua-
les se puede entender esta compleja problemática. 
Además, se especifican las opciones conceptuales 
que adoptan los autores de este documento para 
entender estos fenómenos.
La Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño define a los niños como aquellas 
personas que poseen una serie de derechos espe-
ciales y de protección, los cuales tienen como fin 
asegurar su desarrollo sano y su integración a la 
sociedad (Naciones Unidas, 1989). En cuanto a la 
edad, define a los niños como personas menores de 
18 años. Las Naciones Unidas y el Banco Mundial, 
por lo general, definen a los jóvenes como aquellas 
personas que se encuentran entre los 15 y 24 años 
(World Bank, 2007). Por su parte, la Organización 
Mundial de la Salud se refiere a los adolescentes 
como aquellas personas que tienen entre 10 y 19 
años, distinguiendo dos fases: la adolescencia tem-
prana (10 a 14 años) y la adolescencia tardía (15 a 
19 años) (OMS, 2003). 
Junto a estas definiciones de niñez, adolescencia y 
juventud es pertinente agregar las de menor de edad 
e imputabilidad penal por las implicancias que tie-
nen en el sistema judicial. Menor de edad es una 
categoría legal que se refiere a personas que no tie-
nen la edad adulta (18 o 21 años de acuerdo a cada 
país) y que, en general, debido a su edad biológi-
ca no tienen plena capacidad de discernimiento. 
La definición de imputabilidad también es una ca-
tegoría legal y está relacionada con la capacidad 
de culpabilidad. Se refiere a las facultades físicas 
y psíquicas para determinar la responsabilidad en 
la autoría de un delito. Aquellas personas que no 
tienen la madurez suficiente o tienen sus capacida-
des mentales alteradas, no pueden ser declaradas 
culpables de un delito (Bustos Ramírez, 1987). En 
América Latina, la imputabilidad penal oscila entre 
los 12 y los 16 años, y existe una tendencia a esta-
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señalar, entonces, que la categoría “jóvenes en ries-
go” pone acento en los riesgos que experimentan 
los jóvenes en relación a dónde y con quiénes vi-
ven, dónde pasan la mayor parte del tiempo, y con 
quiénes, dónde y cómo se relacionan. Es importante 
acentuar que si bien esta conceptualización puede 
ser muy amplia, es también útil para determinar 
criterios e intensidad de los riesgos en el nivel local.
Todos los jóvenes en riesgo social no manifiestan 
necesariamente conductas violentas o delictivas. Sin 
embargo, el contexto y las relaciones de los jóvenes 
en riesgo hacen altamente probable que exhiban 
este tipo de conductas. La violencia en general, y 
juvenil en particular, es un fenómeno complejo y 
multifacético que tiende a confundirse con la defini-
ción de delito. La violencia es el ejercicio o amenaza 
de fuerza física, mientras que el delito es una con-
ducta, acción u omisión definida y castigada por la 
ley. La distinción entre ambos conceptos está dada 
por la prohibición legal de determinados actos o 
conductas. La violencia puede ser entendida en un 
contínuum que va desde el abuso psicológico al ho-
micidio, con importantes variaciones relacionadas 
con el contexto respecto de las conductas que ocu-
pan los lugares intermedios (Moser & Bronkhorst, 
1999).
Es importante destacar que diversos investigadores 
visualizan las conductas delictivas en los jóvenes 
como un fenómeno común y como una caracte-
rística normal de los adolescentes en la transición 
a la vida adulta (Carroll et ál., 2006; The Riyadh 
Guidelines, 1990). El Estudio Internacional de De-
lincuencia, desarrollado en doce países de Europa y 
Estados Unidos, establece que la conducta antiso-
cial de los jóvenes puede considerarse un fenómeno 
normativo, esto debido a que solo entre un 3% y 
un 34% de los adolescentes encuestados señala no 
haber expresado ninguna forma de conducta an-
tisocial (Junger-Tas, Terlouw & Klein, 1994). En 
Estados Unidos, el reporte del año 2009 del estudio 
de Vigilancia de Conductas de Riesgo en Jóvenes 
(CDC, 2010) estudiantes de enseñanza secundaria 
indica que en los últimos 12 meses un 31,5% de los 
estudiantes participó de una pelea (39,3% hombres 
y 22,9% mujeres), un 19,9% de los estudiantes fue 
maltratado (bullied) por otros compañeros (18,7% 
hombres y 21,2% mujeres), y un 17,5% de los es-
tudiantes portó algún tipo de arma en la escuela 
(pistola o cuchillo) (27,1% hombres y 7,1% mu-
jeres). Por tanto, un porcentaje significativo de 
jóvenes en su etapa de desarrollo muestran con-
ductas violentas y delictivas aunque con distintos 
niveles de intensidad y frecuencia.

En esta distinción conceptual entre violencia y deli-
to subyacen importantes diferencias en cuanto a las 
orientaciones de política e intervención social. Por 
ejemplo, las pandillas, definidas como un grupo de 
jóvenes de la calle que ha tenido una cierta duración 
en el tiempo y que su participación en actividades 
ilegales constituye una parte de su identidad (Klein 
& Maxson, 2006), pueden ser consideradas un de-
lito per se o simplemente pueden ser tipificadas y 
perseguidas como delito algunas conductas o actos 
específicos. Nuevamente, no todas las actividades 
que desarrollan las pandillas juveniles son vio-
lentas, son delitos, o son castigadas por la ley. Las 
definiciónes de actos o conductas delictuales están 
determinadas por el contexto específico nacional o 
local en que se desarrollan. 
La distinción entre violencia y delito abre múltiples 
posibilidades de entender la compleja relación en-
tre los temas de violencia y delincuencia juvenil, 
especialmente en lo relativo a enfoques individua-
les versus colectivos o a enfoques que enfatizan lo 
punitivo versus lo preventivo. Existen perspectivas 
conceptuales que subrayan la racionalidad indivi-
dual de cálculo-beneficio para entender situaciones 
de violencia y delincuencia en los jóvenes. Es decir, 
un joven realiza un acto (violento o delictivo) racio-
nal en el cual valora los costos y beneficios de una 
conducta específica y toma sus decisiones basado 
en el mayor beneficio individual (Becker, 1968). 
También existen perspectivas estructurales que 
subrayan la importancia del contexto social, econó-
mico, político y cultural para entender la conducta 
violenta o delictiva de los jóvenes. Es decir, los jó-
venes delinquen o son violentos porque la sociedad 
no ofrece las oportunidades y condiciones para su 
desarrollo (Gottfredson & Hirschi, 1990). En cri-
minología, el debate en torno a la delincuencia 
identifica estas dos posiciones: las “causas objetivas” 
(determinismo social) y el enfoque de la “opción ra-
cional” (libre albedrío). 
De acuerdo al análisis de diversos investigadores, 
los jóvenes visualizan el delito como algo atractivo 
y excitante, que seduce a pesar de los costos involu-
crados. En investigaciones cualitativas de jóvenes en 
conflicto con la justicia se ha observado el rechazo y 
rebeldía que sienten los jóvenes hacia las autorida-
des, las cuales son percibidas como representantes 
de un sistema injusto y corrupto (Sampson & Laub, 
1993). Al situar las conductas violentas y delicti-
vas de los jóvenes en este contexto, pareciera que el 
origen de estas no podría ser solo individual o solo 
estructural. Sampson y Laub (1993) conceptualizan 
el delito como un proceso emergente que no puede 



13

¿Cómo Intervenir en los Problemas de Violencia y Delincuencia Juvenil?
El Fracaso de los Enfoques Punitivos y las Posibilidades del Enfoque de la Salud Pública

ser explicado unicamente a partir de características 
psicológicas individuales o de variables sociocul-
turales, sino que a partir de una combinación de 
ambas dimensiones. Para fundamentar su perspec-
tiva, estos autores utilizan el concepto de acción 
humana (human agency), el cual definen como el 
uso deliberado de la elección y la libre voluntad, la 
cual no puede ser entendida fuera de un contexto 
(Sampson & Laub, 2008). En este sentido, la acción 
humana se entiende como opciones situadas o rela-
cionales, y no como una propiedad del individuo, 
donde necesariamente el medio ambiente en que 
viven los jóvenes juega un rol. 
Esta forma de entender el delito o la violencia en los 
jóvenes, se aleja del populismo penal que lideraron 
inicialmente algunos gobiernos en América Latina. 
El populismo penal se entiende como una expresión 
política y social que enfatiza el control individual 
y la sanción penitenciaria a quienes infringen la 
ley (Dammert & Salazar, 2009). Esta corriente se 
ha plasmado en América Latina en las políticas de 
mano dura basadas en la represión y el control, las 
cuales sostienen que la forma más adecuada de re-
ducir la violencia y la delincuencia es a través del 
fortalecimiento de la policía y el endurecimiento 
de las penas. Las políticas de mano dura tienen su 
apoyo y legitimación en el tratamiento periodísti-
co que realizan principalmente los diarios, la radio 
y la televisión. El rol de los medios de comunica-
ción en criminalizar a los jóvenes, especialmente a 
aquellos de sectores pobres, y crear una realidad de 
inseguridad y temor permanente en la ciudadanía 
constituye un elemento fundamental para entender 
la problemática de la violencia y delincuencia en los 
jóvenes y las políticas de mano dura.
En esta primera sección se conceptualizó y con-
textualizó los temas de violencia y delincuencia 
juvenil. Si bien son distintos y deberían ser trata-
dos separadamente, resulta difícil diferenciarlos en 
la realidad, especialmente cuando se implementan 
estrategias de intervención social que tienen como 
finalidad atender a estas problemáticas. El énfasis en 
la delincuencia o la violencia juvenil tiene su origen 
en diferencias ideológicas que afecta la definición 
de las estrategias de intervención. Los conceptos de 
niño o niña, adolescente y joven ofrecen múltiples 
posibilidades para focalizar intervenciones sociales. 
La conceptualización de jóvenes en riesgo puede ser 
muy útil para diseñar e implementar estrategias de 
intervención, especialmente cuando se construyen 
criterios o niveles de riesgo basados en la acumu-
lación de riesgos sociales (características de los 
jóvenes y sus contextos). Los principales enfoques 

que intentan atender al problema de la violencia y 
delincuencia juvenil son el enfoque punitivo y el de 
la prevención. La siguiente sección describe el en-
foque punitivo, ejemplifica con las leyes de “mano 
dura” implementadas en algunos países de Améri-
ca Central, y desarrolla argumentos respecto de su 
ineficacia como solución a los problemas mencio-
nados. 

Las estrategias de “mano dura” y por qué 
solo represión no funciona 
Las políticas y estrategias punitivas y de control es-
tán basadas en las teorías clásicas de la disuasión, 
las cuales sostienen que el incremento de sentencias 
y penalidades contribuye a disminuir los delitos. 
Estas políticas están también asociadas al concep-
to de pánico moral (Cohen, 1980), que se refiere 
a circunstancias en las cuales la percepción de una 
amenaza de un grupo social es fuertemente exage-
rada en comparación con la realidad objetiva de la 
misma. Por ejemplo, los jóvenes de sectores pobres 
de las ciudades son estigmatizados como peligro-
sos y violentos. Por supuesto que en estos sectores 
es posible encontrar altos niveles de delincuencia, 
pero esta realidad es exacerbada constantemente 
por los medios de comunicación. A su vez, algunos 
partidos políticos y líderes de opinión, intentando 
recoger lo que “plantea la ciudadanía”, abogan por 
castigos más fuertes para los delitos cometidos por 
los jóvenes, proponiendo por ejemplo la reducción 
de la edad de imputabilidad.
Existen múltiples políticas de “mano dura” im-
plementadas en Estados Unidos para disminuir 
los niveles de delincuencia y violencia entre los 
jóvenes, por ejemplo, la Ley de Terrorismo de las 
Calles (STEP) y las políticas de tolerancia cero en las 
escuelas. STEP es una ley implementada en Los Án-
geles en 1993 la cual considera un delito participar 
en cualquier tipo de actividades de pandillas, incre-
mentando las penas y sanciones para los jóvenes y 
adultos que son miembros de pandillas, e incluso 
considerando el castigo a los padres que no propor-
cionan el adecuado monitoreo a sus hijos menores 
de edad (Vanhofwegen, 2009). Las políticas de to-
lerancia cero se aplican en el sistema educativo en 
casi todo Estados Unidos desde 1993. Con ellas se 
buscaba castigar severamente todas las ofensas co-
metidas por los estudiantes, sin considerar el tipo 
de transgresión. Inicialmente incluyó sólo el porte 
de armas, peleas y uso de drogas, para luego expan-
dirse al uso de tabaco y problemas de conducta. En 
general, los castigos incluían la suspensión o expul-
sión inmediata de la escuela. 
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En Estados Unidos, el origen de las estrategias 
basadas en la represión tiene al menos cuatro an-
tecedentes: a) el pánico de sectores conservadores 
causado por las movilizaciones de protesta en la dé-
cada de los sesenta y el incremento de la violencia de 
las pandillas desde la década del setenta, b) el mito 
del incremento significativo de los superpredadores 
que se refiere al aumento de un nuevo tipo de jóve-
nes delincuentes que no tienen respeto por la vida y 
carecen de una visión de futuro, c) la respuesta ra-
cional-burocrática de la estructura organizacional de 
la policía que surge como respuesta al creciente pro-
blema de seguridad, y d) el incremento de fondos a 
nivel nacional para que la policía enfrente el proble-
ma de la delincuencia y las pandillas (Howell, 2009; 
Katz & Webb, 2006). Estos cuatro aspectos están 
vinculados al rol de los medios de comunicación y 
a la percepción ciudadana de que las estrategias ba-
sadas en la represión policial son la solución para 
enfrentar la violencia y delincuencia juvenil. 
En Estados Unidos, las estrategias policiales de 
represión regularmente incluyen las siguientes 
medidas: concentración de policías en puntos neu-
rálgicos (incluidas las escuelas de comunidades 
pobres), turnos de patrullaje policial intensivo, 
áreas comunitarias restringidas a delincuentes y 
pandilleros, comunidades con toque de queda, y 
operaciones rastrillo en búsqueda de delincuen-
tes y pandilleros (Tita & Papachristos, 2010). La 
perspectiva del control de la violencia y la delin-
cuencia basada en lo punitivo también incluye la 
creación de unidades policiales y departamentos 
judiciales especializados para enfrentar al crimen 
organizado y las pandillas. Si bien algunas de estas 
estrategias han mostrado resultados iniciales positi-
vos en cuanto a la disminución de la delincuencia 
y el miedo de los ciudadanos en comunidades es-
pecíficas (Maxson, Henningman & Sloane, 2005), 
han sido fuertemente criticadas por defensores de 
los derechos humanos pues restringen la libre cir-
culación de las personas, especialmente en las áreas 
geográficas donde vive la población más pobre (Ba-
rajas, 2007). Además, investigaciones empíricas 
han demostrado que estas medidas solo producen 
la reubicación y desplazamientos de jóvenes pandi-
lleros a otros barrios y ciudades que no tienen estas 
restricciones policiales. Por tanto, tienen un efecto 
muy limitado en las grandes ciudades y deterioran 
la relación entre las comunidades y la policía (Klein 
& Maxson, 2006).
Respecto de los resultados de la utilización de políti-
cas de tolerancia cero en los colegios es conveniente 
señalar que se carece de evidencia sistemática. Sin 

embargo, hay evidencia consistente de que los niños 
y jóvenes en edad escolar que fueron expulsados o 
que se encontraban fuera del sistema educacional 
mostraban mayores problemas asociados a peleas, 
porte de armas, uso de drogas y prácticas sexuales 
inseguras (CDC, 1994). Además, la probabilidad 
de que un joven que haya sido expulsado o haya 
desertado de la escuela termine en prisión es muy 
alto, dos tercios de la población penal de Estados 
Unidos desertó de la escuela (Thornburgh, 2006). 
Especialistas en educación, la Asociación Ameri-
cana de Abogados y la Asociación Americana de 
Psicólogos han levantado voces críticas con respec-
to a los resultados de las políticas de tolerancia cero 
en las escuelas (Howell, 2009). Otros autores han 
rechazado estas políticas llamándolas “políticas de 
cero sentido” (Henry, 2007).  
A pesar de que las políticas de mano dura y/o tole-
rancia cero incluyen un componente comunitario, 
el énfasis en recursos y estrategias de acción están 
claramente definidos desde una perspectiva poli-
cial, punitiva y de control. Las operaciones rastrillo 
o declaración de guerra a las pandillas y a los delin-
cuentes tienen un significado muy distinto en las 
comunidades donde se aplican. Para los habitantes 
de estas comunidades significa una declaración de 
guerra a sus hijos, familia y comunidad en general, 
especialmente por los errores que cometen los poli-
cías en su aplicación.
La legislación guatemalteca, hondureña y salva-
doreña de políticas de mano dura y combate a la 
delincuencia, toma como modelos las experiencias 
de Los Ángeles, Chicago y Nueva York. El Salvador 
y Honduras fueron los primeros países de Centro-
américa en adoptar políticas de corte represivo para 
enfrentar el tema de la violencia, la delincuencia y 
las pandillas (Cruz, 2007). En el año 2003, El Salva-
dor implementa la Ley “Mano Dura”; casi al mismo 
tiempo, Honduras implementaba la política de tole-
rancia cero, mientras Guatemala adoptaba el “Plan 
Escoba” en enero de 2004. Un aspecto que puede 
ilustrar el resultado de estas políticas puede obser-
varse en el Gráfico No1 que muestra la cantidad de 
homicidios por cada 100.000 habitantes. El único 
país que tuvo una disminución de los homicidios en 
el corto plazo fue Honduras, sin embargo, después 
de 2004 continuó ascendiendo. En El Salvador, 
incluso con la posterior aplicación de las medidas 
“Super Mano Dura” o Ley Anti Maras 2 en el año 
2004, la tasa de homicidios continuó subiendo. 
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GrÁfico No 1
Tasa de Homicidios por cada 100.000 Habitantes: El Salvador, Guatemala y Honduras 

Fuente: PNUD (2009). 

Es conveniente precisar que, exceptuando los paí-
ses en conflictos bélicos y aquellos afectados por 
situaciones de alta violencia política, Centroamé-
rica, –específicamente El Salvador, Guatemala y 
Honduras– constituye la subregión más violenta 
del planeta (PNUD, 2009). La tasa de homicidios 
por cada cien mil habitantes en el mundo en el año 
2006 fue de nueve homicidios. En América Lati-
na la tasa fue de 25 homicidios, 32 homicidios en 
Centroamérica, y para los tres países del “triángu-
lo norte de la violencia” (El Salvador, Guatemala y 
Honduras) fue de 53 homicidios. Mientras en Amé-
rica del Sur, Colombia, Argentina, Uruguay y Chile 
mostraban una tasa de 37, 5, 4 y 1 homicidio por 
cada cien mil habitantes respectivamente (PNUD, 
2009). 

¿Por qué las estrategias punitivas o 
de mano dura basadas en la represión 
fracasan? 
1.	Son imprecisas, generan múltiples consecuencias 

no deseadas y son ineficientes. Probablemente, 
la mayor crítica a las políticas punitivas basadas 
principalmente en la represión es que sobresim-
plifican la realidad y las causas sobre las cuales 
pretenden operar y a menudo están basadas en 

diagnósticos imprecisos de los problemas de 
violencia y delincuencia juvenil en las comuni-
dades (Decker, 2003). La sobresimplificación 
se manifiesta en la incapacidad que demuestran 
los operadores de estas políticas de distinguir 
entre crimen organizado (carteles de drogas, 
grupos de secuestros, organizaciones de tráfico 
de personas, de robo de automóviles y de lavado 
de dinero) y conductas de riesgo en jóvenes y 
adolescentes de comunidades pobres (Zieden-
berg, 2005). Al aplicar a los adolescentes que 
delinquen el mismo tratamiento que al crimen 
organizado, las posibilidades de recuperación de 
estos jóvenes disminuyen a la vez que se empeo-
ran las condiciones que los llevaron a delinquir 
(Kliksberg, 2007). 

	 Asimilar el crimen organizado a conductas de-
lincuenciales de adolescentes produce mayor 
estigmatización y una serie de efectos no de-
seados (Klein & Maxson, 2006). Es posible 
mencionar cuatro ejemplos de estos efectos: a) 
mientras la represión está diseñada para demos-
trar las consecuencias negativas de delinquir, 
varios investigadores han mostrado que estas 
políticas en forma no intencionada fomentan el 
crecimiento del crimen organizado y las pandillas 
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al elevar el prestigio y reconocimiento de estos 
grupos en las comunidades; b) estas políticas han 
generado mayor solidaridad grupal y crecimien-
to de pandillas juveniles debido a errores en los 
procedimientos de detención de sospechosos y 
a la represión muchas veces indiscriminada del 
accionar policial (Greene & Pranis, 2007); c) los 
arrestos de los líderes de grupos delictivos gene-
ra gran incertidumbre en estas organizaciones, 
lo cual se traduce en competencias por el acce-
so al poder y aumento de la violencia (Thurman 
& Mueller, 2003); d) los costos asociados a estas 
políticas son muy altos en cuanto a recursos hu-
manos y tecnología. 

	 A pesar de que logran objetivos de corto plazo, 
los resultados de largo plazo son mínimos. Esto 
redunda en una ineficiente inversión de los re-
cursos públicos al focalizar las intervenciones de 
seguridad pública en este limitado enfoque (Agui-
lar, 2006; Dammert & Salazar, 2009).

2.	La privación de libertad refuerza la identidad y 
conocimientos para delinquir. El aumento del 
número de jóvenes en las cárceles crea un gra-
ve problema de hacinamiento carcelario, lo cual 
genera múltiples repercusiones posteriores. No 
existe evidencia de que un aumento de los índi-
ces de encarcelamiento conlleve a una reducción 
en el mediano y largo plazo de los índices de 
criminalidad y violencia. Es más, la idea de la 
“puerta giratoria” para tipificar a los delincuentes 
que salen e ingresan nuevamente a recintos pe-
nitenciarios parece tener fundamento (Kliksberg, 
2007). Además, para algunos jóvenes que parti-
cipan en el crimen organizado o en las pandillas 
el arresto y posterior sentencia tiene una con-
notación de prestigio y aumento de reputación 
(Klein, 1995). En definitiva, el supuesto de que 
la cárcel va a rehabilitar a un interno ha sido am-
pliamente cuestionado con evidencia empírica y 
con el sentido común. 

3.	Aumenta la tensión y marginación de las co-
munidades pobres. Las políticas basadas en la 
represión fallan en trabajar con las comunidades 
e integrarlas, refuerzan imágenes de inseguridad 
y delincuencia de las comunidades pobres y au-
mentan la tensión entre sus miembros (Greene 
& Pranis, 2007; Wacquant, 2002). Sin una ade-
cuada capacitación de la policía para lograr la 
adhesión de la comunidad en sus esfuerzos de 
control y mantención del orden, la efectividad 
de estas intervenciones seguirá estando compro-
metida. Tal como ha sido indicado por Greene 

y Pranis (2007), los esfuerzos en contra de las 
pandillas que carecen de la cooperación de la 
comunidad son por lo general más difíciles de 
llevar a cabo y no han demostrado resultados 
positivos en términos de reducción del crimen y 
violencia juvenil. Respecto de la aplicación de las 
políticas de tolerancia cero en las comunidades 
pobres, Crawford (1998) se refiere a estas como 
la intolerancia selectiva en los sectores margina-
dos de la sociedad.

4.	Atienden a la percepción pública y no a la trans-
formación social. Las políticas basadas en la 
represión usualmente se implementan en res-
puesta a incidentes de alto perfil divulgados por 
los medios de comunicación (Decker, 2003), de-
bido a cambios en la opinión pública (Webb & 
Katz, 2003; Shaw, 2007) o con el fin de lograr a 
corto plazo las ventajas políticas para cargos de 
elección popular (Dammert & Salazar, 2009), 
y no con la finalidad de transformar las causas 
de la violencia o la delincuencia. Como ha sido 
observado por Klein (1995), el éxito de las inter-
venciones represivas, tales como las redadas de 
limpieza en los barrios, no se mide por los cam-
bios que ocurren en los barrios marginales, sino 
por el simple hecho de ser afirmaciones de poder 
implementadas por la autoridad local. 

De acuerdo a diversos autores, las políticas basa-
das únicamente en la represión están destinadas 
al fracaso. Para combatir la delincuencia y la vio-
lencia juvenil se requieren avances importantes en 
las estrategias de prevención que aumenten la in-
tegración social de las comunidades y que generen 
alianzas virtuosas entre la policía y las comuni-
dades. Las reformas a los sistemas penitenciarios 
para que avancen en sus objetivos de reeducación 
y reinserción social y laboral son fundamentales. 
El trabajo comunitario realizado por profesiona-
les de la intervención social debe ser un elemento 
imprescindible de toda estrategia que apunte a dis-
minuir los niveles de violencia y delincuencia. Las 
causas estructurales son más complejas de abordar 
y requieren una comprensión mayor de las estruc-
turas de inequidad y exclusión social de nuestras 
sociedades. Los países que ponen el énfasis de sus 
políticas públicas en la inclusión social, las redes de 
protección social y la ampliación de oportunidades 
de educación y trabajo para los jóvenes avanzarán 
más rápido en la consecución de estos objetivos.
Mientras el enfoque represivo se centra en los suje-
tos (los jóvenes son delincuentes y/o criminales),en 
la perpectiva de la salud pública enfatiza en las 
conductas de los sujetos (el joven exhibe una con-
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ducta riesgosa). El objetivo de la siguiente sección 
es presentar esta visión y sus potenciales usos para 
la intervención social. 

El enfoque de la salud pública: los factores de 
riesgo y protección social
El enfoque de la salud pública para enfrentar la 
violencia y delincuencia juvenil ha ido ganando cre-
ciente aceptación (OMS, 2003; OPS, 1998; Welsh, 
2005). La investigación empírica indica que las le-
siones producto de la violencia interpersonal son 
prevenibles, especialmente la violencia que se ma-
nifiesta entre niños y adolescentes (Brown et ál., 
2005; Johnson, 2006). Uno de los aspectos centra-
les que caracteriza a este enfoque es el principio de 
la promoción de la salud, el cual puede ser apren-
dido y desarrollado cuando está incorporado en las 
rutinas y percepciones diarias de los individuos y 
comunidades (DHHS, 2001). 
El enfoque de la salud pública se focaliza en la 
prevención primaria y secundaria. La prevención 
primaria prioriza intervenciones sociales en los fac-
tores de riesgo o causas primarias, es decir, antes de 
que los jóvenes cometan actos delictivos o violentos. 
El rol de los profesionales de la salud (enfermeras, 
médicos, psicólogos y trabajadores sociales) ha sido 
destacado como prioritario en la implementación 
de estrategias de prevención primaria en individuos 
y comunidades. La prevención secundaria focaliza 
su atención en adolescentes y jóvenes que ya han 
expresado conductas violentas y antisociales. En 
este nivel, uno de los objetivos centrales es prevenir 
lesiones con armas de fuego. Las escuelas ubicadas 
en comunidades en alto riesgo social suelen ser 
identificadas como lugares prioritarios de interven-
ción a través de la incorporación de contenidos en 
el currículo y en actividades extraescolares orienta-
das a la prevención de la violencia (Welsh, 2005).
Las teorías y estrategias de intervención en salud 
pública son importantes para reducir los significa-
tivos riesgos asociados a la violencia, especialmente 
cuando es considerada una amenaza a la salud y 
bienestar de las personas (Hammond, Haegerich & 
Saul, 2009). La División de Prevención de la Vio-
lencia (DVP) de los Centros para la Prevención y 
Control de Enfermedades de Estados Unidos (CDC 
por sus siglas en inglés) define como sus puntos 
focales de intervención la prevención de todas las 
formas de violencia, entre las cuales se consideran 
el maltrato infantil, la violencia juvenil, la violencia 
sexual, la violencia en la pareja y el suicidio. Las 
intervenciones de la DVP se caracterizan por cuatro 
elementos: a) la prevención de la violencia antes de 

que ocurra a través de la reducción de los factores 
de riesgo; b) la utilización de una base científica de 
factores de riesgo y protección y la evaluación de 
intervenciones sociales que apunten a disminuir la 
violencia; c) la utilización de una perspectiva de po-
blación que atienda a familias y comunidades y que 
trascienda la intervención individual; y d) una pers-
pectiva interdisciplinar que permita la comprensión 
e intervención de los múltiples factores asociados a 
la violencia (Hammond et ál., 2006).
Las estrategias de prevención de la violencia y la 
delincuencia basadas en los factores de riesgos fue-
ron desarrolladas originalmente en la medicina y 
la salud pública, para luego ser adoptadas por la 
psicología, la sociología, el trabajo social y la crimi-
nología. Los factores de riesgo son condiciones en el 
individuo o el medio ambiente que pueden predecir 
una mayor probabilidad de desarrollar un proble-
ma de conducta delictual en el futuro (Farrington, 
2000; Kazdin et ál., 1997). Por ello, el objetivo 
primordial de este enfoque es desarrollar interven-
ciones sociales que permitan prevenir el desarrollo 
de conductas violentas y delincuenciales a nivel: a) 
individual, b) familiar, c) de grupo de pares y ami-
gos, d) de la escuela, y e) de barrio y comunidades. 
Estos niveles, en general, son identificados como los 
cinco tipos de riesgo social, aunque es conveniente 
señalar que algunos autores también han mostrado 
evidencia de factores de riesgo en el nivel genético 
(Vaughn et ál., 2009).
El enfoque de la salud pública, para atender los 
problemas de violencia y delincuencia, se concen-
tra no solo en los factores de riesgo sinó también 
en aquellos de protección. Respecto a estos últimos, 
factores, es importante mencionar que no existe 
consenso respecto a su definición. La conceptua-
lización más frecuente de factores protectores es 
desarrollada a partir del opuesto de cada factor de 
riesgo. Por ejemplo, el factor protector de “deficien-
te supervisión de los padres” es la “buena calidad 
de la supervisión de los padres”. Sin embargo, esta 
opción conceptual ofrece una explicación lineal de 
los factores de riesgo y protección, reduciendo la 
complejidad de los problemas de violencia y delin-
cuencia. 
Una definición alternativa de factores de protección 
es la propuesta de Farrington (2007), quien los ex-
plica variables que interactúan con factores de estos 
últimos de riesgo para disminuir los efectos negati-
vos del mismo. Por ejemplo, si la baja expectativa 
de los padres, en cuanto a la educación de los hijos, 
predice la violencia o la participación en actividades 
delictivas de los jóvenes al ser miembros de pandi-
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llas, un factor protector en esta situación sería un 
grupo de pares que estimula conductas positivas. 
De este modo, el grupo de pares reduciría los efec-
tos negativos del factor de riesgo (baja expectativa 
de los padres). La investigación empírica en torno 
a los factores protectores para reducir la violencia 
y la delincuencia está recién comenzando. Sin em-
bargo, se sugiere que las intervenciones sociales que 
intentan potenciarlos deberían apuntar al desarrollo 
de habilidades psicosociales y competencias indivi-
duales relacionadas con la resiliencia, de tal modo 
que permitan aumentar en los jóvenes su eficacia 
individual. 
Desde la perspectiva de la salud pública, la violencia 
en los jóvenes ha adquirido un carácter de epidemia 
en algunos países de la región (McAlister, 2000), 
especialmente cuando se consideran las tasas de 
homicidios, en las cuales los jóvenes son tanto las 
víctimas como los perpetradores de estos actos 
(PNUD, 2009). Nuevamente es importante destacar 
la distinción entre “conducta delictiva y conducta 
antisocial” que fue planteada en la primera sección 
de este artículo. La conducta delictiva hace refe-
rencia a un fenómeno legal en que oficialmente se 
registra la conducta fuera de la ley; en cambio, la 
conducta antisocial –que incluye a la violencia– 
hace referencia a los actos que son considerados 
inapropiados porque dañan a otras personas o a la 
sociedad (Reiss & Roth, 1993). Por tanto, la mayo-
ría de los jóvenes expresan conductas antisociales y 
violentas en su camino a la vida adulta, sin embargo, 
solo un porcentaje muy reducido de ellos desarro-
llará una carrera criminal (Farrington, 2000). 
Los factores de riesgo presentados en la Tabla No1 
fueron identificados en estudios longitudinales que 
utilizaron muestras aleatorias de adolescentes para 
predecir la violencia y la delincuencia juvenil. Los 
estudios longitudinales sobre violencia y delincuen-
cia juvenil más importantes en Estados Unidos son: 
a) la Encuesta de Jóvenes de Denver, de la Univer-
sidad de Colorado en Boulder; b) el Estudio de 
Desarrollo Juvenil de la Universidad del Estado de 
New York de Albany en Rochester, New York; c) 
el Estudio de Jóvenes de la Universidad de Pitts-
burgh, Pennsylvania; y d) el Proyecto de Desarrollo 
Social de la Universidad de Washington en Seattle. 
Otro estudio longitudinal importante es el Estudio 
del Desarrollo del Delincuente de la Universidad de 
Cambridge en Inglaterra. Esta tabla identifica los 
cinco tipos de factores de riesgo y cincuenta factores 
de riesgo específico.
Del análisis conjunto de estos estudios, se estable-
cen nueve factores de riesgo comunes que predicen 

significativamente la delincuencia: 1) la hiperactivi-
dad, 2) la baja concentración, 3) el bajo rendimiento 
académico, 4) tener un padre con conductas antiso-
ciales, 5) tener una familia numerosa, 6) tener una 
familia desestructurada, 7) el bajo ingreso familiar, 
8) la deficiente supervisión de los padres, y 9) los 
conflictos parentales permanentes. Obviamente, 
estos factores individualmente no determinan el 
futuro delincuencial de niños y adolescentes, sin 
embargo, cuando se sobreponen y constituyen un 
conjunto de factores de riesgo, poseen un alto valor 
explicativo para predecir la delincuencia en la socie-
dad norteamericana e inglesa. 
Estos estudios también identificaron factores pro-
tectores asociados positivamente al desarrollo de los 
jóvenes: a) tener amigos que no estén involucrados 
en la delincuencia; b) tener una familia estable; c) 
tener adecuada supervisión de los padres, y d) tener 
expectativas positivas acerca del futuro (Farrington, 
2000; 2007). Tanto los factores de riesgo presenta-
dos en la Tabla No1 como los mencionados factores 
de protección pueden ser útiles para desarrollar, 
modificar y evaluar estrategias de intervención so-
cial que busquen disminuir niveles de violencia y 
delincuencia juvenil.
Es importante mencionar cuatro aspectos relaciona-
dos con los factores de riesgo: la concentración de 
estudios en varones, la relación con las etapas de 
desarrollo de niños y adolescentes y su vinculación 
con el contexto social, el efecto acumulativo de los 
riesgos y la relación entre factores de riesgo y pro-
tección (Farrington, 2007). La investigación acerca 
de los factores de riesgo en los jóvenes se ha concen-
trado en varones debido a que la evidencia señala 
que son estos quienes cometen la mayoría de los 
actos de violencia y delincuencia. Sin embargo, es 
necesario determinar las diferencias y similitudes en 
los factores de riesgo entre hombres y mujeres. Es 
importante señalar que los factores de riesgo varían 
de acuerdo a las etapas del desarrollo individual, 
es decir, los factores de riesgo pueden ser distin-
tos en niños y adolescentes y varían de acuerdo al 
contexto comunitario e institucional de los jóvenes. 
Finalmente, los estudios señalan que cuando el nú-
mero de factores de riesgo sobrepasa el número de 
factores protectores, la posibilidad de desarrollo de 
una adolescencia normal o exitosa es muy baja. 
Los mecanismos causales específicos que vinculan 
los factores de riesgo con la violencia o la delincuen-
cia aún no han sido demostrados empíricamente 
(Farrington, 2000). Por ejemplo, la falta de super-
visión de los padres puede estar vinculada a que los 
padres estén separados, haya cambios en la figura pa-
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terna ola condición de pobreza de la familia. El hecho 
de que un porcentaje importante de jóvenes en alto 
riesgo social no comete delitos o no expresa conduc-
tas violentas constituye un aliciente para continuar 
investigando los factores protectores y de resilien-
cia individual y familiar. También es conveniente 
señalar que la descripción de los factores de riesgo 
presentada no da cuenta de las potenciales relacio-
nes causales, es decir, no señala si un factor específico 
es la causa o una consecuencia o síntoma de la de-
lincuencia o violencia juvenil. Estos factores no son 
razón suficiente para determinar que un adolescente 
manifieste conductas delincuenciales o violentas. Por 
ejemplo, el hecho de que un joven tenga amigos que 
sean pandilleros no significa necesariamente que este 
sea un pandillero o participe de actividades violentas 
o delictuales. Este aspecto es importante tanto para 
el diseño de programas de intervención como para 
el desarrollo de investigaciones analíticas (que eviten 
relaciones tautológicas entre las variables). 
El enfoque de la salud pública de los factores de 
riesgo y protección es importante porque vincula 
explicación y prevención, investigación empírica y 
teórica, e investigadores, formuladores de política y 
profesionales de la intervención social (Farrington, 
2000). Los estudios clínicos con selección aleatoria 
de los participantes y grupo control constituyen el 
criterio científico para el desarrollo de investigacio-
nes en salud pública. Junto a esta “regla de oro”, 
crecientemente se ha ido instalando el criterio de 
costo-efectividad o costo beneficio para el diseño e 
implementación de estrategias de intervención. Es 
conveniente señalar que diversos autores que pro-
mueven el enfoque de prevención de la violencia 
desde la salud pública han manifestado que esta 
perspectiva no pretende instalarse como la solución 
al complejo problema de la violencia juvenil (Welsh, 
2005). Pero se manifiestan optimistas respecto a po-
tenciar este enfoque, especialmente al implementar 
estrategias en colaboración con los múltiples actores 
involucrados en el tema desde una perspectiva in-
terdisciplinaria.
Los grandes desafíos del enfoque de la salud pública 
consisten en identificar los factores de riesgo y pro-
tección que son causas y mediadores de la violencia 
y la delincuencia, identificar los patrones que inter-
vienen en la relación entre los factores de riesgo y 
los resultados negativos, implementar evaluaciones 
de las intervenciones de múltiples componentes, 
establecer la efectividad y la relación costo-benefi-
cio de las mismas, y avanzar hacia el desarrollo de 
teorías más complejas que trasciendan los estudios 
descriptivos (Farrington, 2000; 2007). El progreso 

de estos conocimientos permitirá informar las inter-
venciones sociales al contextualizar los factores de 
riesgo y protección. 

Conclusión
En los países más afectados por la violencia en Amé-
rica Latina, los enfoques basados exclusivamente 
en estrategias represivas y punitivas han mostrado 
limitados resultados y hay muchos que sostienen 
que han conseguido precisamente lo contrario, 
empeorar la violencia al incentivar en los jóvenes 
conductas más sofisticadas para el desarrollo de 
delitos. Las estrategias de intervención que están ga-
nando mayor aceptación para enfrentar la violencia 
juvenil son las intervenciones multifocales deriva-
das del enfoque de la salud pública en las cuales 
la prevención juega un rol central. Estas interven-
ciones, también llamadas de segunda generación, se 
desarrollan a partir de la identificación de factores 
de riesgo y de protección. Este artículo presentó 
los factores de riesgo asociados a la violencia y la 
delincuencia juvenil identificados principalmente 
en Estados Unidos e Inglaterra a partir de estudios 
longitudinales. La identificación más precisa de 
los factores protectores, así como los mecanismos 
causales de los factores de riesgo y protección que 
operan en la violencia y delincuencia juvenil que-
dan planteados como desafíos a desarrollar. 
Es importante señalar que los factores de riesgo y de 
protección presentados en este artículo correspon-
den a sociedades con mayores niveles de desarrollo y 
recursos disponibles para enfrentar los problemas de 
violencia y delincuencia juvenil. Las investigaciones 
longitudinales respecto de factores de riesgo y pro-
tección requieren ser desarrollas en América Latina 
para el diseño de programas basados en evidencia. 
Del mismo modo, es importante destinar recursos a 
evaluaciones longitudinales de intervenciones socia-
les que hayan demostrado resultados positivos. Una 
de las principales lecciones aprendidas a partir de la 
investigación e intervención en pandillas juveniles 
en Estados Unidos señala que hay que atender a las 
particularidades de cada comunidad y a las necesi-
dades específicas de los jóvenes en esas localidades. 
En este sentido, el intercambio fluido entre investi-
gadores y profesionales de la intervención social es 
fundamental para desarrollar estrategias y modelos 
de intervención basados en evidencia. El desafío 
de generar modelos de intervención que vinculen 
integralmente aspectos teóricos con diseños de im-
plementación y evaluación es uno de los grandes 
objetivos a desarrollar.
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Un criterio central para decidir las intervenciones 
sociales que deben ser implementadas debe ser la 
respuesta a la pregunta: ¿cuáles son las interven-
ciones que cuentan con evidencia empírica que 
demuestran resultados en cuanto a disminuir los 
factores de riesgo y aumentar los factores protectores 
en una comunidad especifica? El criterio de efectivi-
dad y adaptación a las necesidades y características 
de los jóvenes de cada comunidad es fundamental. 
Un aspecto que se ha descuidado en la implemen-
tación de intervenciones sociales en América Latina 
está relacionado con el estudio y evaluación de la 
efectividad de las estrategias basadas en la participa-
ción comunitaria. La importancia de este enfoque es 
central no solo para entender el contexto en el cual 
se implementan estas estrategias, sino que también 
como un recurso para el desarrollo de los niños y 
jóvenes. 
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